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 Expediente N.º: EXP202408382

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos y
teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 13 de mayo de 2024 se presentó reclamación ante la Agencia
Española de Protección de Datos contra ALHORA con NIF G70802301 (en adelante,
la parte reclamada). Los motivos en que basa la reclamación son los siguientes:

La parte  reclamante  manifiesta  que en el  sitio  web del  partido  político  reclamado,
accesible  en  https://alhora.cat/,  se  recogían  datos  personales  para  la  venta  de
entradas  de  un  acto  en  un  teatro  y  para  recibir  donaciones,  mediante  la
cumplimentación de formularios y abriendo pasarela bancaria. Añade que estos datos
obtenidos de las personas participantes y donantes, entre los que se encuentran los
suyos,  se  copiaron  en el  sitio  web  ***URL.1,  en formato  CSV y  sin  protección  ni
medida  de  seguridad  alguna.  Según  la  parte  reclamante,  dicha  situación  se  ha
prolongado durante seis semanas, terminando a primeros de mayo de 2024.

Junto  con  el  escrito  de  reclamación  aporta  captura  del  sitio  web,  resaltando  los
documentos en los que constaban los referidos datos personales y tres tablas,  en
formato Excel, con los siguientes datos: nombre y apellidos, número del documento de
identidad,  dirección correo electrónico  y  postal,  cantidad de dinero aportada,  entre
otros datos. Una de las tablas cuenta con 3.804 filas; otra con 919 y la última con 596,
comprobándose que constan los datos de la parte reclamante.

SEGUNDO: De conformidad con el artículo 65.4 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (en
adelante LOPDGDD), el 7 de junio de 2024 se dio traslado de dicha reclamación a la
parte reclamada, para que procediese a su análisis e informase a esta Agencia en el
plazo de un mes, de las acciones llevadas a cabo para adecuarse a los requisitos
previstos en la normativa de protección de datos.

El traslado, que se practicó conforme a las normas establecidas en la Ley 39/2015, de
1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones
Públicas (en adelante, LPACAP) mediante notificación electrónica, no fue recogido por
el responsable, dentro del plazo de puesta a disposición, entendiéndose rechazada
conforme a lo previsto en el art. 43.2 de la LPACAP en fecha 17/06/2024, como consta
en el certificado que obra en el expediente. 

Aunque la notificación se practicó válidamente por medios electrónicos, dándose por
efectuado el trámite conforme a lo dispuesto en el artículo 41.5 de la LPACAP, a título
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informativo se envió una copia por correo postal que fue notificada fehacientemente en
fecha 18/06/2024. En dicha notificación, se le recordaba su obligación de relacionarse
electrónicamente con la Administración, y se le informaban de los medios de acceso a
dichas notificaciones, reiterando que, en lo sucesivo, se le notificaría exclusivamente
por medios electrónicos. 

No se ha recibido respuesta a este escrito de traslado.

TERCERO: Con fecha 13 de agosto de 2024, de conformidad con el artículo 65 de la
LOPDGDD, se admitió a trámite la reclamación presentada.

CUARTO: La Subdirección General de Inspección de Datos procedió a la realización
de actuaciones  previas  de investigación  para  el  esclarecimiento  de los  hechos en
cuestión,  en virtud  de  las  funciones  asignadas  a  las  autoridades  de  control  en  el
artículo  57.1  y  de los  poderes  otorgados en el  artículo  58.1 del  Reglamento  (UE)
2016/679 (Reglamento General  de Protección de Datos,  en adelante RGPD),  y de
conformidad con lo establecido en el Título VII,  Capítulo I,  Sección segunda,  de la
LOPDGDD.
Con fecha 16 de junio de 2025 se envió requerimiento de información a la reclamada,
cuya notificación resultó expirada por caducidad el 27 de junio de 2025, reiterándose
por  vía postal  con fecha 1  de julio  de 2025,  siendo devuelta tras dos intentos de
entrega. Con fecha 29 de julio de 2025 se volvió a requerir,  resultando igualmente
expirada por caducidad el 9 de agosto de 2025 y su notificación postal posterior de 12
de agosto de 2025 devuelta el 5 de septiembre de 2025. También se ha requerido
información a la entidad ASSOCIACIÓ PER LA PARTICIPACIÓ POLÍTICA, puesto que
es mencionada dentro de la política de privacidad de Alhora: “La legitimació per al
tractament de les vostres dades és el  consentiment expressat  a l’hora d’enviar  un
formulari de contacte al web alhora.cat o d’altres webs de titularitat del partit, com ara
participaciopolitica.cat”  (“La legitimación para el tratamiento de vuestros datos es el
consentimiento expresado a la  hora de enviar  un formulario  de contacto a la  web
alhora.cat u otras webs de titularidad del partido, como participaciopolitica.cat”) y  “Us
recordem que, d'acord amb el Reglament general de protecció de dades, teniu el dret
de revocar, en qualsevol moment, el consentiment atorgat, així com exercir els vostres
drets  d'accés,  de  rectificació,  restricció,  cancel·lació,  portabilitat  i  d'oposició  al
tractament  de  dades  mitjançant  correu  electrònic  a  l’adreça  de  correu  electrònic
hola@participaciopolitica.cat”  (“Os recordamos que,  de acuerdo con el  Reglamento
general de protección de datos, tenéis el derecho de revocar, en cualquier momento,
el  consentimiento  otorgado,  así  como  ejercer  vuestros  derechos  de  acceso,  de
rectificación,  restricción,  cancelación,  portabilidad  y  de  oposición  al  tratamiento  de
datos  mediante  correo  electrónico  a  la  dirección  de  correo  electrónico
hola@participaciopolitica.cat”).

La información de contacto de esta entidad se ha recabado a partir de la información
facilitada  en  la  política  de  privacidad  de  su  página  web:
https://participaciopolitica.cat/privadesa.  Con fecha 8  de septiembre de 2025 se ha
efectuado notificación electrónica, resultando expirada por caducidad, al superarse el
plazo establecido para la comparecencia, a fecha de 19 de septiembre de 2025 y con
fecha 19 de septiembre de 2025 postal requiriendo información sobre el incidente e
identificación  del  responsable  del  tratamiento,  siendo  dicha  notificación  también
devuelta con fecha 13 de octubre de 2025. 
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(…).

Requerida esta entidad, se ha facilitado que el titular de dicho dominio es A.A.A., para
el que no consta DNI. Se ha practicado notificación postal a la dirección proporcionada
por el registrador, solicitando la confirmación del responsable del tratamiento de los
datos  alojados  en  el  dominio  donde  presuntamente  se  produjo  la  brecha,  pero  la
notificación postal realizada con fecha 8 de octubre de 2025 del citado requerimiento
también ha sido devuelto con fecha 6 de noviembre de 2025.

(…).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I
 Competencia

De acuerdo con las funciones que el artículo 57.1 a),  f)  y h) del Reglamento (UE)
2016/679 (Reglamento general de protección de datos, en adelante RGPD) confiere a
cada autoridad de control y según lo dispuesto en los artículos 47 y 48.1 de la Ley
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los derechos digitales (en lo sucesivo LOPDGDD), es competente para resolver estas
actuaciones de investigación la Presidencia de la Agencia Española de Protección de
Datos.

Asimismo,  el  artículo  63.2  de  la  LOPDGDD  determina  que: "Los  procedimientos
tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos se regirán por lo dispuesto
en el Reglamento (UE) 2016/679, en la presente ley orgánica, por las disposiciones
reglamentarias dictadas en su desarrollo y, en cuanto no las contradigan, con carácter
subsidiario, por las normas generales sobre los procedimientos administrativos."

II
 Tratamiento de categorías especiales de datos personales

El artículo 9 del RGPD, que regula el tratamiento de categorías especiales de datos
personales, establece lo siguiente:

"1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico
o racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación
sindical, y el tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar
de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o datos relativos a
la vida sexual o la orientación sexual de una persona física.

2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias
siguientes:
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a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos
personales con uno o más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de
la Unión o de los Estados miembros establezca que la prohibición mencionada en el
apartado 1 no puede ser levantada por el interesado;

b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de
derechos específicos del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del
Derecho laboral y de la seguridad y protección social,  en la medida en que así lo
autorice el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o un convenio colectivo
con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas
del respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado;

c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra
persona  física,  en  el  supuesto  de  que  el  interesado  no  esté  capacitado,  física  o
jurídicamente, para dar su consentimiento;

d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las
debidas garantías, por una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin
ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, filosófica, religiosa o sindical, siempre que
el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros actuales o antiguos de tales
organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en relación
con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin
el consentimiento de los interesados;

e)  el  tratamiento  se  refiere  a  datos  personales  que  el  interesado  ha  hecho
manifiestamente públicos;

f)  el  tratamiento  es  necesario  para  la  formulación,  el  ejercicio  o  la  defensa  de
reclamaciones o cuando los tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;

g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial,  sobre la
base del Derecho de la Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional
al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la protección de datos y
establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos
fundamentales del interesado;

h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación
de la capacidad laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o
tratamiento  de  tipo  sanitario  o  social,  o  gestión  de  los  sistemas  y  servicios  de
asistencia sanitaria y social, sobre la base del Derecho de la Unión o de los Estados
miembros o en virtud de un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de las
condiciones y garantías contempladas en el apartado 3;

i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud
pública, como la protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o
para garantizar elevados niveles de calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y
de los medicamentos o productos sanitarios, sobre la base del Derecho de la Unión o
de  los  Estados  miembros  que  establezca  medidas  adecuadas  y  específicas  para
proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto profesional;
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j)  el  tratamiento  es  necesario  con  fines  de  archivo  en  interés  público,  fines  de
investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo
89, apartado 1, sobre la base del Derecho de la Unión o de los Estados miembros,
que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a
la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger
los intereses y derechos fundamentales del interesado.

3. Los datos personales a que se refiere el  apartado 1 podrán tratarse a los fines
citados  en  el  apartado  2,  letra  h),  cuando  su  tratamiento  sea  realizado  por  un
profesional sujeto a la obligación de secreto profesional, o bajo su responsabilidad, de
acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o con las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes, o por cualquier otra persona
sujeta también a la obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de
los Estados miembros o de las normas establecidas por los organismos nacionales
competentes.

4.  Los  Estados  miembros  podrán  mantener  o  introducir  condiciones  adicionales,
inclusive  limitaciones,  con  respecto  al  tratamiento  de  datos  genéticos,  datos
biométricos o datos relativos a la salud."

III
 Seguridad del tratamiento

El artículo 32 del RGPD estipula lo siguiente:

"1.  Teniendo  en  cuenta  el  estado  de  la  técnica,  los  costes  de  aplicación,  y  la
naturaleza, el alcance, el contexto y los fines del tratamiento, así como riesgos de
probabilidad  y  gravedad  variables  para  los  derechos  y  libertades  de las  personas
físicas, el responsable y el encargado del tratamiento aplicarán medidas técnicas y
organizativas apropiadas para garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo,
que en su caso incluya, entre otros:
a) la seudonimización y el cifrado de datos personales;
b) la capacidad de garantizar la confidencialidad, integridad, disponibilidad y resiliencia
permanentes de los sistemas y servicios de tratamiento;
c) la capacidad de restaurar la disponibilidad y el acceso a los datos personales de
forma rápida en caso de incidente físico o técnico;
d) un proceso de verificación, evaluación y valoración regulares de la eficacia de las
medidas técnicas y organizativas para garantizar la seguridad del tratamiento.

2.  Al  evaluar  la  adecuación  del  nivel  de  seguridad  se  tendrán  particularmente  en
cuenta  los  riesgos  que  presente  el  tratamiento  de  datos,  en  particular  como
consecuencia  de  la  destrucción,  pérdida  o  alteración  accidental  o  ilícita  de  datos
personales transmitidos, conservados o tratados de otra forma, o la comunicación o
acceso no autorizados a dichos datos.

3.  La adhesión a un código de conducta aprobado a tenor del  artículo 40 o a un
mecanismo de certificación aprobado a tenor del artículo 42 podrá servir de elemento
para demostrar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el  apartado 1 del
presente artículo.
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4. El responsable y el encargado del tratamiento tomarán medidas para garantizar que
cualquier  persona que actúe bajo la  autoridad del  responsable  o del  encargado y
tenga  acceso  a  datos  personales  solo  pueda  tratar  dichos  datos  siguiendo
instrucciones del responsable, salvo que esté obligada a ello en virtud del Derecho de
la Unión o de los Estados miembros."

IV
 Notificación de una violación de la seguridad de los datos personales a la autoridad de

control

Por su parte, el artículo 33 del RGPD establece lo siguiente:

"1. En caso de violación de la seguridad de los datos personales, el responsable del
tratamiento la notificará a la autoridad de control competente de conformidad con el
artículo 55 sin dilación indebida y, de ser posible, a más tardar 72 horas después de
que haya tenido constancia de ella, a menos que sea improbable que dicha violación
de la seguridad constituya un riesgo para los derechos y las libertades de las personas
físicas. Si la notificación a la autoridad de control no tiene lugar en el plazo de 72
horas, deberá ir acompañada de indicación de los motivos de la dilación.

2.  El  encargado  del  tratamiento  notificará  sin  dilación  indebida  al  responsable  del
tratamiento las violaciones de la seguridad de los datos personales de las que tenga
conocimiento.

3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, como mínimo:
a) describir  la  naturaleza de la  violación de la  seguridad de los datos personales,
inclusive, cuando sea posible, las categorías y el número aproximado de interesados
afectados, y las categorías y el número aproximado de registros de datos personales
afectados;
b) comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o
de otro punto de contacto en el que pueda obtenerse más información;
c) describir las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos
personales;
d) describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento
para poner remedio a la violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo,
si procede, las medidas adoptadas para mitigar los posibles efectos negativos.

4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, y en la medida en que
no lo sea, la información se facilitará de manera gradual sin dilación indebida.

5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de
los datos personales, incluidos los hechos relacionados con ella,  sus efectos y las
medidas  correctivas  adoptadas.  Dicha  documentación  permitirá  a  la  autoridad  de
control verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo."

V
 Comunicación de una violación de la seguridad de los datos personales al interesado

La  comunicación  de  una  violación  de  la  seguridad  de  los  datos  personales  al
interesado está regulada en el artículo 34 del RGPD, según el cual:
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"1. Cuando sea probable que la violación de la seguridad de los datos personales
entrañe  un  alto  riesgo  para  los  derechos  y  libertades  de  las  personas  físicas,  el
responsable del tratamiento la comunicará al interesado sin dilación indebida.

2. La comunicación al interesado contemplada en el apartado 1 del presente artículo
describirá en un lenguaje claro y sencillo la naturaleza de la violación de la seguridad
de los datos personales y contendrá como mínimo la información y las medidas a que
se refiere el artículo 33, apartado 3, letras b), c) y d).

3. La comunicación al interesado a que se refiere el apartado 1 no será necesaria si se
cumple alguna de las condiciones siguientes:
a)  el  responsable  del  tratamiento  ha  adoptado  medidas  de  protección  técnicas  y
organizativas apropiadas y estas medidas se han aplicado a los datos personales
afectados  por  la  violación  de  la  seguridad  de  los  datos  personales,  en  particular
aquellas que hagan ininteligibles los datos personales para cualquier persona que no
esté autorizada a acceder a ellos, como el cifrado;
b) el responsable del tratamiento ha tomado medidas ulteriores que garanticen que ya
no exista  la  probabilidad  de que se concretice  el  alto  riesgo  para  los  derechos  y
libertades del interesado a que se refiere el apartado 1;
c) suponga un esfuerzo desproporcionado. En este caso, se optará en su lugar por
una comunicación pública o una medida semejante por la que se informe de manera
igualmente efectiva a los interesados.

4. Cuando el responsable todavía no haya comunicado al interesado la violación de la
seguridad de los datos personales, la autoridad de control,  una vez considerada la
probabilidad de que tal violación entrañe un alto riesgo, podrá exigirle que lo haga o
podrá decidir que se cumple alguna de las condiciones mencionadas en el apartado
3."

VI
 Integridad y confidencialidad

La letra f) del artículo 5.1 del RGPD propugna:

"1. Los datos personales serán:

(…)

f)  tratados de tal  manera que se garantice  una seguridad  adecuada de los  datos
personales, incluida la protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra
su pérdida, destrucción o daño accidental, mediante la aplicación de medidas técnicas
u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»)."

VII
 Conclusión

La parte reclamante manifiesta que se ha producido una brecha con afectación a los
datos  personales  tratados  por  el  partido  político  ALHORA,  recabados  mediante  la
organización  eventos  y  recogida  de  donativos  de  simpatizantes.  Dichos  datos
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presuntamente  habrían  sido  publicados  en  ***URL.1 durante  varias  semanas,  sin
contar con ninguna medida de seguridad que garantizase su confidencialidad.

En el presente caso, los documentos aportados por la parte reclamante no resultan
suficientes por sí solos para acreditar la existencia de una infracción en materia de
protección de datos, ya que no permiten determinar con certeza las condiciones del
tratamiento denunciado y la entidad responsable de dicho tratamiento.

A través de las actuaciones de investigación realizadas se ha tratado de esclarecer los
hechos  contactando  con  la  parte  reclamada,  así  como  la  entidad  vinculada
ASSOCIACIÓ PER LA PARTICIPACIÓ POLÍTICA y la persona física que consta como
titular  del  dominio  comprometido,  requiriendo  información  a  éstos,  sin  obtener
contestación. 

En aplicación del principio de presunción de inocencia y con la información disponible
en este momento, no resulta posible atribuir responsabilidad en los términos previstos
por  la  normativa  aplicable,  sin  perjuicio  de  que,  en  caso  de  recabarse  nuevas
evidencias en el marco de otras actuaciones que puedan incoarse, esta Agencia valore
la apertura del procedimiento sancionador correspondiente. 
Por lo tanto, en base a lo indicado en los párrafos anteriores, no se han encontrado
evidencias  suficientes  que  acrediten  la  existencia  de  infracción  en  el  ámbito
competencial de la Agencia Española de Protección de Datos. 

Todo  ello  sin  perjuicio  de  las  posibles  actuaciones  posteriores  que  esta  Agencia
pudiera  llevar  a  cabo,  aplicando  los  poderes  de  investigación  y  correctivos  que
ostenta.

Así pues,  al  no haber sido posible atribuir  la responsabilidad por el  tratamiento de
datos personales,  y de acuerdo con lo señalado,  por la Presidencia de la Agencia
Española de Protección de Datos, SE ACUERDA:

PRIMERO: PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente resolución a ALHORA y a la parte reclamante.

De conformidad con lo  establecido en el  artículo 50 de la  LOPDGDD, la  presente
Resolución se hará pública. La publicación se realizará una vez haya sido notificada a
los interesados. 

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa según lo preceptuado por
el art. 114.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, y de conformidad con lo establecido en los
arts.  112 y 123 de la citada Ley 39/2015, de 1 de octubre, los interesados podrán
interponer, potestativamente, recurso de reposición ante la Presidencia de la Agencia
Española  de  Protección  de  Datos  en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día
siguiente  a  la  notificación  de  esta  resolución  o  directamente  recurso  contencioso
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional,
con arreglo  a  lo  dispuesto  en el  artículo  25  y  en el  apartado 5  de la  disposición
adicional  cuarta  de  la  Ley  29/1998,  de  13  de  julio,  reguladora  de  la  Jurisdicción
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Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 de la referida Ley.

940-101025

Lorenzo Cotino Hueso
Presidente de la Agencia Española de Protección de Datos
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